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AUDIENCIA PROVINCIAL DE MURCIA 

SECCIÓN QUINTA (CARTAGENA) 

ROLLO Nº 56/2013 (PENAL) 

PROCEDIMIENTO ABREVIADO Nº 61/2012 

JUZGADO DE INSTRUCCIÓN NÚM. SEIS DE SAN JAVIER 

ILTMO. SR. D. JOSÉ LUIS GARCÍA FERNÁNDEZ 

    Presidente 

ILTMO. SR. D. JOSÉ FRANCISCO LÓPEZ PUJANTE 

ILTMO. SR. D. RAFAEL RUIZ GIMÉNEZ 

 Magistrados 

 En Cartagena, a veintidós  de julio de dos mil catorce. 

    La Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Murcia, compuesta por los Ilustrísimos 

Señores citados 

EN NOMBRE DE S.M. EL REY 

 ha dictado la siguiente 

S E N T E N C I A  Nº  272 

    Vistos en juicio oral y público, ante la Sección Quinta de esta Audiencia Provincial de 

Murcia, con sede en Cartagena, integrada por los Iltmos. Sres. expresados, la presente causa 

número 56/13, dimanante del procedimiento abreviado iniciado por el Juzgado de Instrucción 

número seis de San Javier con el número 61/2012, por delito de prevaricación, en la que son 

acusados D. Daniel García Madrid, representado por la Procuradora Sra. Garcerán Martínez y 

asistido del Letrado Sr. Pardo Geijo, D. José Saura Meroño, representado por la Procuradora 

Sra. Cler Guirao y defendido del Letrado Sr. Guillén Grima, D. Santiago Meroño León, 
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representado por la Procuradora Sra. Garcerán Martínez y asistido del Letrado Sr. Caballero 

Salinas, D. Francisco Cavas García, representado por el Procurador Sr. Aledo Martínez y 

defendido del Letrado Sr. Martínez-Escribano Gómez y frente a D. Miguel Pérez Martínez, 

representado por la Procuradora Sra. Cler Guirao y asistido del Letrado Sr. Pérez Pardo, todos 

ellos mayores de edad y cuyas demás circunstancias de filiación constan en el procedimiento, 

siendo parte, además, el MINISTERIO FISCAL, representado por el Sr. Díaz Manzanera, ha 

sido Magistrado ponente el Iltmo. Sr. D. José Francisco López Pujante, que expresa el parecer 

de la Sala. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO. Por el Juzgado de Instrucción número seis de San Javier con fecha 

veintiséis de febrero de dos mil nueve se procedió a incoar Diligencias Previas con el número 

371/09, y practicadas las diligencias que el Instructor estimó oportunas para el 

esclarecimiento de los hechos, por el Ministerio Fiscal se presentó escrito de acusación contra 

los referidos acusados, por lo que con fecha de once de febrero de dos mil trece dictó Auto de 

apertura de juicio oral contra D. Daniel García Madrid, D. José Saura Meroño, D. Santiago 

Meroño León, D. Francisco Cavas García y D. Miguel Pérez Martínez como posibles autores 

de un delito continuado de prevaricación del artículo 404 del Código Penal, por lo que, tras 

presentarse escrito de defensa, las actuaciones fueron elevadas a esta Audiencia, siendo 

recibidas en este órgano el veintiuno de noviembre de dos mil trece, ordenando la tramitación 

correspondiente, admitiendo la prueba propuesta por las partes y señalando el día dos de julio 

del año en curso para el comienzo de las sesiones del juicio oral, finalizando el día cuatro del 

mismo mes y año, todo ello, con cumplimiento de las prescripciones legales. 

SEGUNDO. En trámite de conclusiones definitivas, el Ministerio Fiscal calificó los 

hechos como constitutivos de un delito continuado de prevaricación previsto en el art. 404 del 

Código Penal, en relación con el art. 74 del mismo cuerpo legal, y como otro delito igual pero 

cometido por comisión por omisión, siendo los citados Daniel, Santiago, José y Francisco 

autores del primero de ellos (el último como cooperador necesario), y Miguel, como autor del 

segundo, concurriendo respecto de este último la agravante de reincidencia del art. 22.8 del 

CP, solicitando para cada uno de los acusados Daniel, José, Santiago y Miguel la pena de diez 

años de inhabilitación especial para empleo o cargo publico consistente en desempeñar 

funciones directivas políticas o técnicas en cualquier Administración Pública, ya sea estatal, 

autonómica o local o europea, así como desempeñar cargos directivos o representativos en 
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cualquier empresa pública o que esté participada por capital público, y costas; para Francisco 

Cavas solicitó la pena de 6 años de inhabilitación especial para empleo o cargo publico 

consistente en desempeñar funciones directivas políticas o técnicas en cualquier 

Administración Pública, ya sea estatal, autonómica o local o europea, así como desempeñar 

cargos directivos o representativos en cualquier empresa pública o que esté participada por 

capital público, y costas. 

TERCERO. Las defensas de los acusados, en igual trámite, mostraron su 

disconformidad con la acusación formulada y solicitaron la absolución de sus defendidos.  

HECHOS PROBADOS 

       ÚNICO. Se considera probado que los acusados, DANIEL GARCIA MADRID, 

alcalde de Torre Pacheco desde el año 2003 hasta la fecha, con DNI  mayor de 

edad y sin antecedentes penales; JOSE SAURA MEROÑO, concejal de deportes del 

ayuntamiento de Torre Pacheco desde el año 2003 hasta la fecha, con DNI , mayor 

de edad y sin antecedentes penales, y SANTIAGO MEROÑO LEON, concejal de Urbanismo 

del mismo ayuntamiento desde el año 2003 hasta la fecha, mayor de edad, con DNI 

 y sin antecedentes penales procedieron, durante los años  2005, 2006 y 2007, 

prevaliéndose de sus cargos públicos y en el ejercicio de sus funciones, a efectuar las 

adjudicaciones que se van a relacionar a continuación, e intervenir desde sus respectivos 

cargos en las mismas, de contratos consistentes en proyectos técnicos de arquitectura a la 

mercantil “PIXEL ARQUITECTURA SL”, siendo su administrador único y representante 

legal el arquitecto acusado FRANCISCO CAVAS GARCÍA, mayor de edad, con DNI 

y con antecedentes penales, si bien no computables a efectos de reincidencia, 

efectuándose dichas adjudicaciones inicialmente de forma verbal, dejando luego constancia 

escrita mediante hoja de encargo profesional, y ello, sin establecer precio alguno en dichos 

encargos escritos o verbales, ni tramitar expediente escrito de ningún tipo, prescindiendo en 

todo momento de los trámites previstos en el Real Decreto Legislativo 2/2000, 16 de Junio, 

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 

Publicas, vigente en la realización de los hechos.  

       De este modo, los citados tres acusados, en lugar de emplear alguna de las modalidades 

de adjudicación previstas en dicho Texto Refundido, esto es, procedimiento abierto con 

concurso público, procedimiento restringido o procedimiento negociado, en todos los que hay 
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que dar posibilidades de participar a otras empresas o arquitectos con independencia del 

precio del contrato, procedían en todos los proyectos que se relatarán a continuación a 

adjudicarlos directamente al referido Arquitecto, y ello, dejando como única constancia 

documental del expediente la emisión de las facturas que elaboraba este último, los 

documentos contables para el pago y la aprobación de dicho pago en Junta de Gobierno, de 

forma similar a la prevista legalmente para el llamado “contrato menor”, menos exigente en 

sus trámites, pero estando previsto en el citado Real Decreto Legislativo únicamente para 

contratos cuyo precio fuera inferior a 12.020,24 €, cuando en muchas de dichas 

adjudicaciones el precio era superior. Por tanto, se omitía la determinación del objeto del 

contrato, la fijación del precio y el informe sobre la posibilidad de ejecutar el proyecto por los 

propios técnicos de la corporación municipal, trámites todos estos preceptivos según la citada 

normativa, y sin emplear ninguna de las referidas modalidades de adjudicación, se encargaba 

el proyecto al Sr. Cavas, evitando la posible concurrencia de otras empresas y profesionales. 

Así, una vez  que este último aceptaba, elaboraba el proyecto y emitía la correspondiente 

factura se elaboraban los documentos contables, interviniendo entonces otro de los acusados, 

D. MIGUEL PÉREZ MARTÍNEZ, con DNI  mayor de edad y con antecedentes 

penales por sentencia firme de 19 de junio de 2002, por un delito de prevaricación 

administrativa, quien en el ejercicio de dicho cargo tramitaba y supervisaba dichos 

documentos contables (de retención de crédito -RC-, y de aprobación, disposición, ordenación 

y pago -ADOP-), no formulando reparo o informando de que se estaban omitiendo los citados 

trámites esenciales en el procedimiento y cometiéndose otras infracciones, como en el 

llamado proyecto “Itíneris”, consistentes en facturar de modo fraccionado, lo que estaba 

expresamente prohibido en la citada normativa de contratación. 

 

        En efecto, en el proyecto denominado “Itineris”, que después se expondrá, el Sr. Cavas 

García emitió a nombre de la citada sociedad seis facturas de igual fecha por importe cada una 

de ellas de 11.987’44, 11.803, 11.677’72, 11.994’40, 11.996’72 y 11.890 euros, muy poco 

inferior, por tanto, a los 12.020,24 euros antes señalados como límite máximo previsto 

legalmente para el “contrato menor”, facturas cuyo pago (junto con todas las demás emitidas 

por el Sr. Cavas) era aprobado luego en Junta de Gobierno por los demás acusados. 

 

 

         Los proyectos adjudicados de este modo al Sr. Cavas fueron los siguientes: 

 

         1º) En relación con el encargo para el polideportivo de los Dolores: 
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    -Proyecto ejecución y dirección de obra  del polideportivo  de los Dolores I Fase, encargo 

inicial del Concejal Sr. García Meroño, factura por importe de 14.191,44 euros emitida el día 

4-8-2006, dándose el visto bueno por el mismo concejal acusado, acordándose la Retención 

de Crédito con cargo a los presupuestos municipales el día 1.09.06 por el Alcalde e 

interventor, y aprobándose dicho cargo por la Junta de Gobierno Local el 8-9-2006, en la que 

intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, efectuándose el pago el día 13-12-

2006 autorizado por el Alcalde e interventor. 

 

    -Proyecto de polideportivo de los Dolores II Fase, encargo inicial del Concejal Sr. Saura 

Meroño, emitiéndose factura por importe de 23.433,37 euros el día 4-8-2006, dándose el visto 

bueno por el citado Concejal, acordándose la retención de crédito el día 1-9-2006, aprobada 

por la Junta de Gobierno Local el día 8-9-2006, en la que intervinieron los acusados Daniel, 

Santiago, José y Miguel, y pagada el día 13-12-2006, autorizado por el Alcalde e interventor. 

  

    -Proyecto del polideportivo de los Dolores III Fase, encargo inicial del Concejal Sr. Saura 

Meroño, emitiéndose factura por importe de 62.203,42 euros emitida el día 4-8-2006, 

aprobada por la Junta de Gobierno Local el día 8-9-2006 en la que intervinieron los acusados 

Daniel, Santiago, José y Miguel, pagada el día 13-12-2006 autorizado por el Alcalde e 

interventor. 

 

 

     2º) En relación con el encargo para el frontón municipal de Torre Pacheco: 

 

    -Proyecto de adecuación exterior del frontón municipal de Torre Pacheco, encargo inicial 

del Concejal Sr. Saura Meroño, emitiéndose factura por importe de 14.015,79 euros de fecha 

4-8-2006, dándose el visto bueno por el mismo Concejal, y acordándose la retención de 

crédito con cargo a los presupuestos municipales el día 1-9-2006 por alcalde e interventor, 

aprobada por la Junta de Gobierno el día 8-9-2006, en la que intervinieron los acusados 

Daniel, Santiago, José y Miguel, y pagada el día 13-12-2006 autorizado por el Alcalde e 

interventor. 

 

   -Proyecto de adecuación interior del frontón municipal de Torre Pacheco, encargo inicial 

del Concejal Sr. Saura Meroño, emitiéndose factura por importe 12.074,99 euros Factura en 

fecha 4-8-2006, dándose el visto bueno por el mismo Concejal, acordándose la  retención de 
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crédito por alcalde e interventor el día, y aprobándose por acuerdo de la Junta de Gobierno 

Local el día 8-9-2006, en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, 

realizándose el pago por autorización de alcalde e interventor el día 13-12-2006. 

 

 

     3º) En relación con el encargo para el velódromo: 

 

    -Proyecto de reparación pista velódromo, encargo inicial del Concejal Sr. Saura Meroño, 

emitiéndose factura por importe de 16.074,17 euros en fecha de 4-8-2006, acordándose la 

retención de crédito con cargo al presupuesto municipal por alcalde e interventor el día 1-9-

2006, aprobándose por la Junta de Gobierno Local el día 8-9-2006, en la que intervinieron los 

acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, y realizándose el pago el día 13-12-2006. 

 

 

     4º) En relación con el encargo para la pista de atletismo: 

 

   -Proyecto de pista de atletismo y entorno del polideportivo de Roldán I fase, encargo inicial 

del Concejal Sr. Saura Meroño, emitiéndose factura por importe de 76.706,39 euros en fecha 

4-8-2006, acordándose la retención de crédito con cargo al presupuesto municipal por el 

alcalde y el interventor el día 27-11-2006, aprobándose por la Junta de Gobierno Local el día 

30-11-2006 (en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel), y 

realizándose el pago el día 20-4-2007. 

 

  -Proyecto ejecución fase I pista de atletismo y entorno polideportivo Roldán, encargo inicial 

del Concejal Sr. Saura Meroño, emitiéndose factura por importe de 57.529,81 euros en fecha 

de 30-9-2006, acordándose la retención de crédito con cargo al presupuesto municipal por el 

alcalde y el interventor el día 30-12-2006, aprobándose por la Junta de Gobierno Local el día 

30-12-2006 (en la que intervinieron los acusados Daniel y José), y realizándose el pago el día 

19-06-2007. 

 

 

       5º) En relación con el encargo para el campo de futbol: 

 

      -Proyecto básico de campo de futbol, emitiéndose factura por importe de 11.275,20 euros 

en fecha  5-10-2007 y Proyecto de ejecución del mismo, por encargo profesional firmado por 
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el alcalde Daniel García Madrid el 25-6-07, emitiéndose factura por importe de 15.033,60 

euros en fecha 14-11-2007, con visto bueno, y aprobado el gasto con cargo al presupuesto 

municipal por la Junta de Gobierno Local en fecha 31-12-2007 (en la que intervinieron los 

acusados Santiago, José y Miguel). 

 

    6º) En relación con el encargo sobre el Centro de Educación Musical: 

 

  -Proyecto del centro de educación Musical, por encargo inicial del Concejal Sr. Meroño 

León, emitiéndose factura por importe de 38.001,60 euros en fecha 12-3-2007, dándose el 

Visto Bueno con fecha 15-3-2007 por el mismo concejal, acordándose la retención de dicho 

crédito con cargo al presupuesto municipal con fecha de 27-6-2007 por Alcalde e Interventor, 

aprobándose por Junta de Gobierno Local el día 13-7-2007 (en la que intervinieron los 

acusados Daniel, Santiago, José y Miguel), y pagado el día 15-10-2007, autorizando alcalde e 

interventor.  

 

 

    7º) En relación con al Proyecto de Centro Integral de Seguridad, fue adjudicado en hoja de 

encargo profesional por el alcalde en fecha 19-4-2005, y consta, a su vez, de los siguientes 

proyectos: 

 

   -Proyecto básico del centro integral de Seguridad I fase, emitiéndose factura por importe de 

25.884,67 euros en fecha de 12-3-2007, previamente visto bueno el día 15-3-2007, 

acordándose la retención de crédito el día 27-6-2007, aprobado por la Junta de Gobierno 

Local el 13-7-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, y 

realizándose el pago el día 15-10-2007 autorizado por interventor y alcalde. 

 

   -Proyecto de ejecución del Centro Integral de Seguridad I fase, emitiéndose factura por 

importe de 25.884,68 euros con fecha 14-3-2007, visto bueno el día 15-3-2007 por Santiago 

Meroño, acordándose la retención de crédito el día 27-6-2007, aprobado por Junta de 

Gobierno Local el día 13-7-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José 

y Miguel, y realizándose el pago el día 15-10-2007. 

 

   -Dirección de obra del Centro Integral de Seguridad I fase, emitiéndose factura por importe 

de 22.186,87 euros con fecha de 9-5-2007; dándose el visto bueno por Santiago Meroño y 

acordándose la retención del crédito con cargo al presupuesto municipal el 28-6-2007 por el 
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alcalde, aprobándose dicho cargo en Junta de Gobierno Local de 31-7-2007 (estando 

presentes los acusados Daniel, José y Miguel), y realizándose el pago con fecha 30-10-2007 

autorizados por el alcalde y el interventor. 

 

    -Anteproyecto del Centro Integral de Seguridad II fase, emitiéndose factura por importe de 

24.327,52 euros con fecha 16-7-2007, dándose el visto bueno el 9-8-2007 por Santiago 

Meroño, acordándose la retención de crédito con cargo al presupuesto municipal por alcalde e 

interventor con fecha 30-7-2007, aprobándose el gasto con cargo al presupuesto municipal 

por la Junta de Gobierno con fecha de 31-7-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, 

José y Miguel; y efectuándose el pago con fecha de 30-10-2007 autorizado por alcalde e 

interventor.  

 

  -Proyecto de estudios previos del Centro Integral de Seguridad II fase, emitiéndose factura 

por importe de 11.890 euros con fecha 9-4-2007, dándose el visto bueno el día 9-8-2007 por 

Santiago Meroño, acordándose la retención de crédito de dicho cargo el 30-7-2007, 

aprobándose dicho cargo por Junta de Gobierno Local el 31-7-2007, en la que intervinieron 

los acusados Daniel, José y Miguel, y realizándose el pago el día 30-10-2007 con autorización 

de alcalde e interventor. 

 

  -Proyecto básico del Centro Integral de Seguridad II fase, factura por importe de 29.337,66 

euros con fecha 18-7-2007, dándose el visto bueno con fecha 9-8-2007 por Santiago Meroño, 

acordándose la retención del crédito con cargo a los presupuestos municipales con fecha 30-7-

2007 por el alcalde, aprobándose por la Junta de Gobierno Local con fecha 31-7-2007, en la 

que intervinieron Daniel, José y Miguel, y realizándose el pago el día 30-10-2007 autorizada 

por el alcalde y el interventor. 

 

   -Proyecto de ejecución del Centro Integral de Seguridad II fase, emitiéndose factura por 

importe de 29.365,98 euros con fecha 9-5-2007, dándose el visto bueno el 9-8-2007 por 

Santiago Meroño, acordándose la retención del crédito municipal con cargo al presupuesto 

con fecha 30-7-2007, aprobándose el gasto con cargo al presupuesto municipal en la Junta de 

Gobierno Local de 31-7-2007 en la que intervinieron los acusados Daniel, José y Miguel, y 

efectuándose el pago con fecha 30-10-2007 autorizada por el alcalde e interventor. 
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   -Proyectos refundidos del CIS II fase, con factura de 14.337,46 € de fecha 17-7-07, 

aprobado en junta de gobierno local de 31-7-2007, en la que intervinieron los acusados 

Daniel, José y Miguel, y abonado el 30-10-2007.  

 

 

      8º) En relación con el encargo sobre el Centro de Artes Escénicas: 

 

   -Anteproyecto de adecuación interior del Centro de Artes Escénicas, emitiéndose factura 

por importe de 20.880 euros con fecha 9-4-2007, dándose el Visto Bueno con fecha 19-7-

2007, previamente adjudicado por resolución del alcalde de fecha 20-12-2005, acordándose la 

retención del crédito con cargo al presupuesto municipal con fecha  30-7-2007, aprobándose 

por Junta de Gobierno dicho cargo con fecha de 31-7-2007, en la que intervinieron los 

acusados Daniel, José y Miguel, realizándose el pago con fecha 30-10-2007 autorizado por 

alcalde e interventor. 

 

    -Proyecto de adecuación interior del Centro de Artes Escénicas, emitiéndose factura por 

importe de 30.780,40 euros con fecha de 9-4-2007 con el visto bueno de alcalde e interventor, 

y previamente adjudicado por resolución de 20-12-2005, aprobándose el gasto con cargo al 

presupuesto municipal por la Junta de Gobierno en fecha 13-7-2007, en la que intervinieron 

los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel; y pagado el día 15-10-2007 autorizado por el 

alcalde y por el interventor. 

 

   -Proyecto de adecuación interior del Centro de Artes escénicas, emitiéndose factura por 

importe de 22.212,55 euros con fecha de 25-6-2007, dándose el visto bueno por Santiago 

Meroño, habiendo sido previamente adjudicado por Resolución alcaldía 20-12-2005, 

acordándose la retención del crédito con cargo al presupuesto con fecha 30-7-2007, y 

aprobándose en Junta de Gobierno el gasto con cargo al presupuesto municipal el 31-7-2007, 

en la que intervinieron los acusados Daniel, José y Miguel, y realizándose el pago con fecha 

30.10.07. 

 

   -Proyecto de adecuación interior del Centro de Artes escénicas, emitiéndose factura por 

importe de 28.728,37 euros con fecha 29-6-2007, dándose el visto bueno por Santiago 

Meroño con fecha de 19-7-2007, previamente adjudicada por resolución de 20-12-2005 del 

alcalde y hoja de encargo profesional con fecha 14-3-2006, acordándose por el Alcalde la 

retención del crédito con cargo al presupuesto municipal con fecha de 30-7-2007, aprobado 



 

10 

por la Junta de Gobierno el 31-7-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, José y 

Miguel, y realizándose el pago con fecha 30-10-2007. 

 

   -Proyecto de adecuación exterior del Centro de Artes escénicas, emitiéndose factura por 

importe de 24.399,06 euros con fecha 9-4-2007, previamente adjudicada por resolución de 

20-12-2005 del alcalde; dándose el visto bueno con fecha 10-4-2007, acordándose la 

retención del crédito con cargo a los presupuestos municipales por alcalde e interventor con 

fecha 27-6-2007, y aprobándose dicho cargo en Junta de Gobierno con fecha 13-7-2007, en la 

que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, y realizándose el pago con 

fecha 15-10-2007 autorizado por alcalde e interventor. 

 

   -Proyecto de equipamiento mobiliario del centro de artes escénicas emitiéndose factura por 

importe de 25.018,88 euros con fecha de 9-5-2007, dándose el visto bueno por Santiago 

Meroño, previamente adjudicada por medio de contrato de encargo profesional firmado por el 

alcalde Daniel García Madrid de 14-3-2006; acordándose la retención del crédito con cargo al 

presupuesto municipal el día 28-6-2007 por el Interventor y alcalde, aprobándose el gasto en 

Junta de Gobierno el día 31-7-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, José y 

Miguel, y realizándose el pago con fecha 30-10-2007 por autorización de interventor y 

alcalde. 

 

    9º) En relación con el encargo sobre el Centro de Desarrollo Local: Proyecto básico, 

ejecución y dirección de obra de urbanización exterior del Centro de Desarrollo Local de 

Torre Pacheco: adjudicado a Francisco Cavas mediante hoja de encargo profesional por el 

alcalde el día 20-1-05, emitiéndose factura por importe de 29.201,84 € de fecha 12-3-07, 

acordándose la retención de crédito con cargo al presupuesto municipal el día 28-6-07, 

aprobándose dicho cargo por la Junta de Gobierno Local el 13-7-07, en la que intervinieron 

los acusados Daniel, José, Santiago y Miguel, y realizándose el pago con fecha 15-10-07 con 

la autorización del alcalde y del interventor. 

 

 

      10º) En relación con el encargo sobre el plan estratégico Itineris: todos derivan de una 

única hoja de encargo profesional firmada por el alcalde el 3-10-2005, procediendo el acusado 

arquitecto Francisco Cavas a fraccionar la facturación para así aparentar que se trataban de 

simples contratos menores, a lo que dieron su visto bueno los acusados Santiago y Daniel, 
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ascendiendo el total del único objeto contractual a 71.349,28 euros, y ello de la siguiente 

forma: 

 

    -Proyecto de plan estratégico Itineris, emitiéndose factura por importe de 11.890 euros el 

día 11-5-07, adjudicándose por medio de un contrato de encargo profesional firmado por el 

alcalde de 3-10-2005, dándose el visto bueno, Siendo aprobado el gasto por la Junta de 

Gobierno el día 11-9-2007 (en la que estuvieron presentes los acusados Daniel, Santiago, José 

y Miguel), y realizándose el pago el día 17-12-2007 autorizado por el alcalde y por el 

interventor. 

 

   -Proyecto de plan estratégico Itineris 1º, emitiéndose factura por importe de 11.987,44 euros 

el día 11-5-2007, y previamente adjudicada por medio de un contrato de encargo profesional 

firmado por el alcalde de 3-10-2005, acordándose la retención del crédito por alcalde e 

interventor con facha de 28-6-2007, aprobándose el gasto con cargo al presupuesto municipal 

por la Junta de Gobierno 11-9-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, 

José y Miguel, y realizándose el pago por el mismo el día 17-12-2007, autorizado por alcalde 

e interventor. 

 

   -Proyecto de plan estratégico Itineris 2º emitiéndose factura por importe de 11.803 euros 

con fecha 11-5-2007, previamente adjudicado por hoja de encargo profesional firmado por el 

alcalde 3-10-2005, aprobándose el gasto con cargo al presupuesto municipal por la Junta de 

Gobierno el 11-9-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, 

y realizándose el pago el día 17-12-2007, autorizado por el alcalde y por el interventor. 

 

   -Proyecto plan estratégico Itineris 3, emitiéndose factura por importe de 11.677,72 euros 

con fecha de 11-5-07, y previamente adjudicado por medio de un contrato de encargo 

profesional firmado por el alcalde el 3-10-2005; acordándose la retención de crédito con 

cargo al presupuesto municipal con fecha 28-6-2007, aprobándose dicho cargo en Junta 

Gobierno 11-9-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, y 

efectuándose el pago el día 17-12-2007, autorizado por el alcalde y por el interventor. 

 

    -Proyecto plan estratégico Itineris 3º, emitiéndose factura por importe de 11.994,40 euros 

con fecha de 11-5-2007, previamente adjudicado por medio de contrato de encargo 

profesional firmado por el alcalde 3-10-2005;  acordándose la retención de crédito con cargo a 

los presupuestos municipales con fecha 28-6-2007 y aprobándose por Junta de Gobierno 
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Local el 11-9-2007, en la que intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, 

efectuándose el pago el día 17-12-2007, autorizado por el alcalde y por el interventor. 

 

   -Proyecto de plan estratégico Itineris 4º, emitiéndose factura por importe de 11.996,72 euros 

con fecha de 11-5-2007, previamente adjudicado por medio de hoja de encargo profesional 

firmado por el alcalde con fecha de 3-10-2005, dándose el visto bueno, acordándose la 

retención de crédito con cargo al presupuesto municipal por Alcalde e interventor el 28-6-

2007, aprobándose dicho cargo en la Junta de Gobierno Local con fecha 11-9-2007, en la que 

intervinieron los acusados Daniel, Santiago, José y Miguel, y efectuándose el pago el día 17-

12-2007, autorizado por el alcalde y por el interventor. 

 

    La cuantía total de los contratos adjudicados asciende a 776.522 euros. 

 

 

                                            FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 PRIMERO. Haremos referencia únicamente, por su concreción y relación al caso que 

nos ocupa, a una primera resolución del Tribunal Supremo (la Stcia. núm. 743/2013, de 11 de 

octubre) que hace referencia al bien jurídico protegido en el delito de prevaricación 

administrativa, al afirmar que “En cuanto al contenido arbitrario de la resolución, algunas 

sentencias de esta Sala vienen a resaltar como elemento decisivo "... el ejercicio arbitrario 

del poder, proscrito por el artículo 9.3 de la Constitución, en la medida en que el 

ordenamiento lo ha puesto en manos de la autoridad o funcionario público. Y así se dice que 

se ejerce arbitrariamente el poder cuando la autoridad o el funcionario dictan una resolución 

que no es efecto de la Constitución y del resto del ordenamiento jurídico sino, pura y 

simplemente, producto de su voluntad, convertida irrazonablemente en aparente fuente de 

normatividad. Cuando se actúa así y el resultado es una injusticia, es decir, una lesión de un 

derecho o del interés colectivo, se realiza el tipo objetivo de la prevaricación administrativa” 

(SSTS de 23-5-1998; 4-12-1998 ; STS 766/1999, de 18 mayo y STS 2340/2001, de 10 de 

diciembre). 

  

 Puede decirse, como se hace en otras sentencias, que tal condición aparece cuando la 

resolución, en el aspecto en que se manifiesta su contradicción con el derecho, no es 

sostenible mediante ningún método aceptable de interpretación de la Ley (STS 1497/2002, de 

23 septiembre), o cuando falta una fundamentación jurídica razonable distinta de la voluntad 
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de su autor (STS núm. 878/2002, de 17 de mayo) o cuando la resolución adoptada -desde el 

punto de vista objetivo- no resulta cubierta por ninguna interpretación de la Ley basada en 

cánones interpretativos admitidos (STS 76/2002, de 25 de enero). Cuando así ocurre, se pone 

de manifiesto que la autoridad o funcionario, a través de la resolución que dicta, no actúa el 

derecho, orientado al funcionamiento de la Administración Pública conforme a las previsiones 

constitucionales, sino que hace efectiva su voluntad, sin fundamento técnico-jurídico 

aceptable. Insistía en estos criterios doctrinales, la STS 755/2007 de 25 de septiembre, al 

señalar que no es suficiente la mera ilegalidad, pues ya las normas administrativas prevén 

supuestos de nulidad controlables por la jurisdicción contencioso-administrativa sin que sea 

necesaria en todo caso la aplicación del Derecho Penal, que quedará así restringida a los casos 

más graves. No son, por tanto, identificables de forma absoluta los conceptos de nulidad de 

pleno derecho y prevaricación ( STS 340/2012 ). 

  

 Concretamente cuando se trata de infracciones del procedimiento, la jurisprudencia ha 

resaltado que los trámites de los que se prescinde, bien porque en absoluto se cumplen o bien 

porque son sustituidos por otros mediante los cuales, aparentando su cumplimiento, en 

realidad, se soslaya su finalidad, han de ser esenciales. Así, se ha dicho que "... el 

procedimiento administrativo tiene la doble finalidad de servir de garantía de los derechos 

individuales y de garantía de orden de la Administración, y de justicia y acierto en sus 

resoluciones. Por un lado tiene una finalidad general orientada a someter la actuación 

administrativa a determinadas formas que permitan su comprobación y control formal, y por 

otro, otra de mayor trascendencia, dirigida a establecer determinados controles sobre el fondo 

de la actuación de que se trate. Ambas deben ser observadas en la actividad administrativa ..." 

( STS 1658/2003, de 4 de diciembre ). Se podrá apreciar la existencia de una resolución 

arbitraria cuando "... omitir las exigencias procedimentales suponga principalmente la elusión 

de los controles que el propio procedimiento establece sobre el fondo del asunto, pues en esos 

casos, la actuación de la autoridad o funcionario no se limita a suprimir el control formal de 

su actuación administrativa, sino que con su forma irregular de proceder elimina los 

mecanismos que se establecen precisamente para asegurar que su decisión se sujeta a los fines 

que la Ley establece para la actuación administrativa concreta en la que adopta su resolución. 

Son, en este sentido, trámites esenciales ". ( STS núm. 331/2003, de 5 de marzo ). 

             

         Y, en segundo lugar, en cuanto a los requisitos de este delito, la jurisprudencia (SSTS 21 

de octubre de 2004 ó 21 de julio de 2005) señala que se pueden resumir en cuatro 

fundamentalmente: 
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 a) Que el sujeto activo, sea una autoridad o un funcionario Público, según la definición 

del art. 24 CP (delito especial propio), aunque, como veremos, la jurisprudencia admite 

también la participación del llamado “extraneus” (no es autoridad ni funcionario) como 

cooperador necesario, inductor y cómplice. 

  

 b) Que la resolución dictada se repute contraria a derecho, bien porque se haya dictado 

sin tener la competencia legalmente exigida, bien porque no se hayan respetado las normas 

más esenciales de procedimiento, bien porque el fondo de la misma contravenga lo dispuesto 

en la legislación vigente o suponga una desviación de poder. 

  

 c) No basta que sea contraria a derecho (el control de legalidad Administrativa 

corresponde al orden Contencioso-Administrativo) para que constituya delito se requiere que 

sea injusta, lo que supone un "plus" de contradicción con el derecho. Es preciso que la 

ilegalidad sea "evidente, patente, flagrante y clamorosa". El art. 404 ha puesto el acento en el 

dato más objetivo y seguro de la arbitrariedad. 

  

 d) Se requiere, por último, que actúe a sabiendas lo que no solo elimina la posibilidad 

de comisión culposa sino también seguramente la comisión por dolo eventual (SS 19-10-2000 

y 22-09-2003).  

 

        SEGUNDO. Con relación al presente caso, y en concreto, si la adjudicación de los 

citados proyectos al Sr. Cavas puede considerarse ilegal, la defensa de alguno de los acusados  

(vid. Informe del Sr. Jiménez Fernández obrante en autos) ha mantenido la legalidad de la 

actuación basándose en que los arts. 209.1 b) y 210 b) del Real Decreto Legislativo 2/2000, 

de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 

Administraciones Públicas, permite a la administración acudir al procedimiento negociado 

con publicidad “Cuando la naturaleza del contrato, especialmente en los de carácter 

intelectual y en los comprendidos en la categoría 6 de las enumeradas en el artículo 206 

(servicios de seguros, financieros e inversiones), no permita establecer sus condiciones para 

adjudicarlo por procedimiento abierto o restringido” (art. 209.1 b) o al negociado sin 

publicidad “Cuando por razones técnicas o artísticas o relacionadas con la protección de 

derechos exclusivos tan solo pueda encomendarse el objeto del contrato a un único 

empresario” (art. 210 b), y teniendo los proyectos arquitectónicos un componente  intelectual 

y artístico (además de técnico) estaríamos ante el citado supuesto legal, siendo ésta, además, 
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la práctica habitual en el Ayuntamiento de Torre Pacheco. Sin embargo, una simple lectura 

del citado texto legal nos informa claramente de que esta interpretación resulta inaceptable 

desde cualquier punto de vista, ya sea considerada en abstracto, como si la ponemos en 

relación al presente caso, en primer lugar, porque el citado procedimiento negociado sin 

publicidad debe entenderse como excepcional, así resulta del art. 208 cuando señala que “Los 

contratos de consultoría y asistencia y los de servicios se adjudicarán por procedimiento 

abierto, restringido o negociado, este último únicamente en los supuestos señalados en los 

artículos 209 y 210.”, aclarando a continuación que la subasta como forma de adjudicación 

sólo podrá utilizarse en contratos de escasa cuantía y que el concurso será la forma normal de 

adjudicación de estos contratos, pero pese a dicho carácter excepcional, el negociado sin 

publicidad se habría utilizado por los acusados en la totalidad de las adjudicaciones realizadas 

al Sr. Cavas; en segundo lugar, porque este último procedimiento tampoco ampara la 

actuación llevada a cabo por los acusados, es decir, realizar una adjudicación directa, sino que 

si acudimos al art. 92 del Texto Refundido, resulta que en dicho procedimiento negociado es 

necesario solicitar la oferta de al menos tres empresas, es decir, que también en este supuesto 

se requiere una cierta concurrencia, no siendo legal en ningún caso llamar por teléfono a la 

persona de que se trate para comunicarle que ha resultado adjudicatario de tal o cual contrato, 

ni otro tipo de contratación verbal (expresamente prohibida -salvo razones de urgencia que no 

se han alegado ni acreditado- en el art. 55), como tampoco adjudicarle los proyectos a través 

de una “hoja de encargo” como las que obran en autos; por último, resulta que aunque 

admitiéramos -hipotéticamente- una interpretación tan extensiva y original de la ley como la 

que se propone por la defensa, resulta que tampoco se ha probado que en los encargos ni en 

los proyectos del referido Arquitecto concurrieran razones artísticas tales que justifiquen ese 

modo de contratación, sin publicidad alguna, más allá de haber alegado que -con ocasión de 

otros proyectos distintos- dicho profesional obtuvo algún premio o mención especial, cuando 

además, no ya en este procedimiento, sino incluso en el expediente de contratación era 

necesario justificar la elección de esta modalidad de adjudicación (art. 75.2), es más, con 

relación al contrato de consultoría y asistencia (en el que nos encontraríamos de haberse 

seguido la ley, art. 196), según el art. 202 debería haberse incorporado al expediente, de una 

parte, “un informe del servicio interesado en la celebración del contrato, en el que se 

justifique debidamente la insuficiencia, la falta de adecuación o la conveniencia de no 

ampliación de los medios personales y materiales con que cuenta la administración para 

cubrir las necesidades que se trata de satisfacer a través del contrato”, y de otra parte, “el 

sistema de determinación del precio de estos contratos”, nada de lo cual se ha hecho tampoco 

en el presente caso. Por si todo lo anterior no fuera suficiente, tuvimos en el acto del Juicio 
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ocasión de escuchar al Sr. Ruiz de Castañeda de la Llave (Subdirector General Adjunto de la 

Junta Consultiva de Contratación Administrativa dependiente del Ministerio de Economía y 

Hacienda), quien corroboró el carácter ilegal de la actuación que se le sometió a 

consideración, ratificando su informe obrante al folio 759 de las actuaciones, y siendo muy 

ilustrativo en el ejemplo que proporcionó para explicar que la ley sólo permitiría la 

adjudicación o contratación con un único empresario cuando se tratara de algo tan especial o 

exclusivo que sólo éste pudiera hacer o suministrar, como si se tratara de comprar el cuadro 

de “Las Meninas”, sólo su propietario podría venderlo; y desde luego, ninguna especificidad o 

exclusividad se ha alegado siquiera, menos aún probado, sobre la necesidad de contratar al Sr. 

Cavas por ser el único que podía realizar los proyectos en cuestión.     

 

 TERCERO. Aclarado que el modo de proceder de los acusados es ilegal, habrá que 

determinar ahora si concurre ese plus de antijuridicidad, clamorosa o flagrante ilegalidad o 

arbitrariedad, de que habla la jurisprudencia, para que la actuación examinada trascienda de la 

que sólo merece un control de legalidad de tipo administrativo o judicial contencioso-

administrativo, para merecer el reproche penal propio de la prevaricación. 

 

      Son varios los elementos que aquí concurren y que nos convencen de que nos 

encontramos ante una auténtica arbitrariedad merecedora de ser calificada como 

prevaricadora. El primero, desde un punto de vista cuantitativo, por el hecho de que no 

estamos ante un único contrato o adjudicación en el que se haya vulnerado la legalidad, se 

trata, como ha quedado relatado en el apartado de hechos probados de un total de 26 

proyectos (contando el proyecto “Itineris” como uno sólo) los que en un periodo aproximado 

de dos años se adjudicaron al Sr. Cavas, en lógico detrimento del resto de empresas o 

profesionales que podrían haber concurrido de otro modo a realizar esos proyectos. En este 

sentido, aunque las defensas vinieron a manifestar la ausencia de trato de favor al Sr. Cavas, 

al señalar que se adjudicaron proyectos por el mismo sistema (contratación directa) a otros 

arquitectos, ninguna de dichas defensas ha aportado un cálculo -ni tan siquiera aproximado 

que corrobore tal afirmación-, y ha tenido que ser el Ministerio Público quien en su informe 

final expresó que el porcentaje de proyectos adjudicados al citado arquitecto en detrimento 

del resto de adjudicatarios supuso un 70 por ciento en contratos de importe superior a 

12.020,24 euros y un 42 por ciento en los de importe inferior a dicha cifra (contratos 

menores); por nuestra parte, al objeto de contrastar este dato, aparece en los folios 1978 y 

1979 de las actuaciones una relación de los proyectos adjudicados a otros arquitectos en un 

periodo que abarca desde el año 2005 al 2010 (mayor que los dos años que abarcaron las 
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adjudicaciones al Sr. Cavas), resultando que ningún otro arquitecto se aproxima -ni de lejos- a 

la cantidad cobrada por este último, siendo la que más dinero percibió del Ayuntamiento en 

dicho periodo de cinco años (tras el Sr. Cavas) Dña. Antonia Saura Mateo, con 161.042 

euros), lo que supone cerca del 21 por ciento de lo percibido por el Sr. Cavas (en dos años, 

que ascendió, según se ha dicho ya a 776.522 euros). Teniendo en cuenta lo anterior, se 

aprecia lo inconsistente de la argumentación empleada por las defensas, y llama la atención 

especialmente la declaración del acusado Sr. García Madrid cuando afirmó no ser consciente 

de que se hubiera favorecido al citado arquitecto, algo parecido a lo manifestado en fase de 

instrucción, cuando tras ser preguntado si no le extrañó que al Sr. Cavas se le encargaran 

tantos proyectos contestó que no porque fueron 30 ó 40 los técnicos que han trabajado para el 

Ayuntamiento desde que es Alcalde y que se gastaron cerca de un millón de euros al año en 

proyectos, lo que puede ser cierto, pero también lo es que, según lo expuesto, había tan 

importantes diferencias entre un técnico y el resto que cuesta mucho creer que ni el regidor, ni 

los dos Concejales acusados (que también declararon no ser conscientes de este hecho) se 

dieran cuenta de que se estaba favoreciendo de forma evidente a un determinado profesional 

en detrimento del resto. 

 

    En segundo lugar, desde un punto de vista cualitativo, lo clamoroso de esta ilegalidad 

resulta de que, como ya ha quedado apuntado en el anterior fundamento, en cada una de esas 

adjudicaciones no nos encontramos con que se haya vulnerado tal o cual precepto legal, sino 

que se ha prescindido absolutamente de la Ley y de la existencia de unos trámites preceptivos 

para realizar las adjudicaciones, siendo que lo difícil no es determinar qué precepto se ha 

vulnerado, sino cual se ha cumplido, dado que no es que se emplee uno de los procedimientos 

de adjudicación (abierto, restringido o negociado) en detrimento de otro, sino que se 

prescinde de toda hipotética regulación legal, para adjudicar el proyecto a un arquitecto igual 

que si de una contratación entre particulares se tratara, salvo en un detalle, que el encargo se 

hacía (a este arquitecto, exclusivamente) sin hacer alusión alguna al precio o presupuesto 

estimado, lo que, sin embargo, no suele ocurrir entre particulares. Si en este punto la 

jurisprudencia suele hacer referencia a la vulneración de los trámites esenciales del 

procedimiento, en el presente caso se puede decir que se ha omitido todo procedimiento.   

 

     Esta última omisión, la del precio del contrato, merece una mención especial por diversos 

motivos. El primero, por lo que añade -si cabe- de ilegalidad a la actuación de los acusados, 

pues la fijación del precio es uno de los requisitos del contrato (artículos 11.2, letra d y 14), y 

al margen del perjuicio evidente que puede suponer para las arcas municipales la no fijación 
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del mismo, de tal elemento dependen otras muchas consecuencias legales, como las 

exigencias formales que deba tener el contrato y el expediente (las de un contrato menor, si el 

precio es inferior a la cifra ya señalada) o la mayor o menor publicidad en la convocatoria. En 

segundo lugar, porque, como se ha adelantado, la citada omisión en la fijación de precio 

acontece exclusivamente en las hojas de encargo realizadas a favor del tan repetido arquitecto, 

en las que el apartado correspondiente a los honorarios aparece en blanco, resultando de la 

documentación aportada por el Ayuntamiento a partir del los citados folios 1978 y 1979 que 

en los encargos efectuados a favor de otros arquitectos sí se expresa un precio, ya sea en 

concepto de honorarios, ya en el de presupuesto estimativo, dato éste que tiñe a un más -si 

cabe- de arbitraria la actuación que estamos examinando. 

 

 

       CUARTO. Y el tercer motivo por el que resulta significativa la anterior omisión tiene 

relación con otro de los elementos del delito de prevaricación, nos referimos a la conciencia o 

el actuar “a sabiendas” de la palmaria ilegalidad, y ello, porque para negar la concurrencia de 

este elemento, las defensas aluden, entre otros argumentos, a que la adjudicación directa de 

este tipo de contrato (proyectos) era el modo de proceder en este Ayuntamiento desde tiempo 

inmemorial, de modo que como siempre se ha hecho de este modo, ni la ilegalidad puede 

calificarse de clamorosa, palmaria o grosera (constitutiva de prevaricación) ni los acusados 

podían conocer el alcance de su actuar ilícito. Pero tampoco este argumento sirve para excluir, 

ni el elemento subjetivo de que se actuaba “a sabiendas”, ni el plus de contradicción con el 

derecho. En primer lugar, porque aunque las defensas de casi todos los acusados han 

intentado acreditar que el modo de proceder en el Ayuntamiento era el mismo con 

anterioridad a que tres de los acusados (Alcalde y Concejales) iniciaran su etapa de gobierno 

en el año 2003, partiendo de que no puede ser objeto de esta resolución enjuiciar la actuación 

de quien no es parte en este procedimiento, no obstante, no se puede entender que se haya 

probado este hecho (que la previa y la posterior actuación sean equiparables), puesto que en 

su declaración, el Sr. García Cobacho (que ejercía funciones de gobierno con anterioridad a 

los acusados) manifestó que en su etapa de gobierno, cuando la Corporación Municipal quería 

hacer algo (una obra o un proyecto) lo primero que se hacía era informarse de su coste a 

través de la oficina técnica, trámite al que ninguna referencia hicieron los acusados, 

resultando que tal afirmación aparece corroborada con otro hecho, y es que en el único 

encargo a favor del Sr. Cavas que se le hizo en dicha etapa anterior (consta en el folio 336 de 

las actuaciones, de enero de 2001) para el proyecto básico y de ejecución de un centro social 
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en “El Albardinal”, sí que consta en dicho encargo el importe de los honorarios (867.906 

ptas., más IVA), a diferencia de lo que ocurrió con posterioridad. 

    

       En segundo lugar, tampoco es válida la comparación que se ha intentado hacer con otro 

proyecto encargado al ingeniero Sr. Egea Ibáñez, dado lo específico de dicho proyecto, en 

concreto, para el diseño y construcción de una planta de biomasa, siendo hasta cierto punto 

lógico que (más en la época en que se hizo el encargo, por lo novedoso del proyecto) se 

acudiera a un determinado profesional, lo que no es el caso del Sr. Cavas. 

 

      En tercer lugar, aún admitiendo -hipotéticamente- la posible equiparación, estaríamos 

hablando de dos encargos efectuados a dos profesionales distintos, situación que nada tiene 

que ver con la situación que es objeto de enjuiciamiento en esta resolución, en la que el abuso 

en este modo de proceder y el favorecimiento a un determinado profesional ha sido evidente, 

según ha quedado antes expuesto. Se podría decir que si antes se cometían ilegalidades en la 

contratación de profesionales en el encargo de proyectos, con posterioridad, los acusados se 

aplicaron en dicho proceder, tanto cuantitativa, como cualitativamente. Por todas estas 

razones, y, además, por la tendencia jurisprudencial a que se hace referencia a continuación, 

no puede entenderse que sean aplicables al presente caso los razonamientos contenidos en el 

Auto del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia de 3 de diciembre de 2013 

(confirmado en parte por el posterior Auto de 28 de febrero de 2014), pues las actuaciones 

anterior y posterior no son en modo alguno equiparables.  

 

          Por último, y en cualquier caso, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ya se ha 

pronunciado ante este tipo de situaciones señalando que la persistencia en una ilegalidad no 

convierte al acto administrativo en legal (STS 627/06, de 8 de junio), y que aquél a quién se 

aplica la ley no puede considerar violado el citado principio constitucional de legalidad por el 

hecho de que la ley no se aplique a otros que asimismo la han incumplido, ni pueden 

pretender específicamente su impunidad por el hecho de que otros hayan resultado impunes 

Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de febrero de 1992. Muy descriptiva es la STS 

235/14, ante un supuesto en el que se alegaba algo parecido, afirma que la supuesta 

generalización del uso, si se acreditase, no solamente no desvirtúa tal conclusión, sino que “lo 

único que aporta es un censo de delincuencia mayor que el que dio lugar a este proceso”. 

 

            Además del anterior argumento, se alude también por la defensa de todos los acusados 

en su intento por hacer ver que, no ya una persona, sino cinco, desconocían absolutamente la 
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flagrante ilegalidad, que los técnicos que debían poner reparos a este modo de proceder (en 

particular, el Secretario y el Interventor -que también es acusado-) no advirtieron de lo ilegal 

del procedimiento. Al respecto, es cierto que en muchas de las resoluciones consultadas en la 

jurisprudencia que condenan por prevaricación administrativa se había producido una previa 

advertencia de ilegalidad del Secretario o del Interventor, pero también lo es que tal 

advertencia no es requisito necesario para que la conducta pueda ser calificada de 

prevaricación, debiendo atenderse a las circunstancias del caso, en este sentido, la Sentencia 

del Tribunal Supremo núm. 986/2005, de 21 de julio, señalaba ante una alegación similar que 

“En modo alguno puede entenderse condicionada la punibilidad de la conducta arbitraria e 

injusta a las advertencias de ilegalidad que hubiera debido hacer el funcionario técnico a la 

autoridad decisoria no técnica. Se pretendería de este modo que la resolución, pese a su 

arbitrariedad e injusticia, no fuese punible si se hubiera omitido tales advertencias. Los 

recurrentes insisten en la expuesta opinión, evidentemente errónea, porque las advertencias 

de ilegalidad, a las que el Código Penal no alude, habrán de valorarse, si existen, como 

elementos añadidos de convicción para la apreciación del dolo en la producción del acto 

administrativo injusto, sin perjuicio de que su eventual inexistencia pudiera comportar 

responsabilidad exigible al funcionario omitente de su obligación profesional. En cualquier 

caso, procede reiterar la irrelevancia penal de la omisión de tal advertencia, al menos en el 

sentido de su inexigibilidad como elemento condicionante del tipo delictivo y de la 

apreciación de la conducta punible".   

 

       En el presente caso, concurren, además varios datos y hechos de los que se infiere que, 

pese a que no conste tal reparo, los acusados actuaban “a sabiendas”, como son, en primer 

lugar, lo clamoroso de la ilegalidad, que como ya se ha dicho se asimilaba, salvo en el precio, 

a una contratación entre particulares, prescindiendo de todo procedimiento que posibilitara la 

concurrencia de otros profesionales; en segundo lugar, el hecho reconocido de que uno de los 

acusados -el Alcalde- es licenciado en derecho y abogado, debiendo entenderse que aunque 

no interviniera -según manifestó- en procedimientos judiciales contencioso-administrativos 

durante su etapa de letrado, algunos principios básicos debería recordar de su etapa 

universitaria, como son que la actuación de la administración debe sujetarse a la legalidad, el 

de interdicción de la arbitrariedad, que existe un procedimiento administrativo y que en 

materia de contratación rigen los principios de publicidad, concurrencia, igualdad y no 

discriminación, los cuales, por otra parte, pertenecen al sentido común de cualquiera por poca 

o nula formación jurídica que se tenga; en tercer lugar, el hecho de que en uno de los 

proyectos encargados al tan repetido arquitecto se fraccionara su facturación emitiendo seis 
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facturas de igual fecha y por importe muy poco inferior al citado límite de los 12.020,24 

euros, lo que indica a las claras que se conocía la ilegalidad que se estaba cometiendo; el 

porqué se fraccionó este proyecto y no otros que también superaban ese importe excede del 

objeto de esta resolución, bastando imaginar que cabe que se hiciera así porque el importe de 

este proyecto excediera del resto pretendiendo que no llamara tanto la atención o por 

cualquier acontecimiento ocurrido en ese momento que hiciera temer una denuncia, lo cierto 

es que tantas facturas emitidas el mismo día y coincidiendo en cantidades que rozan (a la 

baja) los citados 12.020,24 euros no pueden obedecer a la casualidad (11.987’44, 11.803, 

11.677’72, 11.994’40, 11.996’72 y 11.890 euros) siendo aún más llamativas las 

contradicciones y falta de fundamento en las explicaciones que se han dado para justificar ese 

fraccionamiento (expresamente prohibido también en el art. 68.2 del citado Texto Refundido), 

pues el Sr. Cavas declaró en fase de instrucción que como el proyecto se dividió en diversas 

fases (Avenidas) cada factura obedecería a una fase (Avenida) y que para emitir las facturas 

consultó a las personas que trabajaban en su despacho sobre las horas que se había trabajado 

en el proyecto resultando los importes referidos, añadiendo luego, a preguntas de su letrado 

que también concurrieron razones de fiscalidad, sin embargo, tal explicación tendría lógica si 

las facturas se hubieran emitido tras la realización del proyecto correspondiente a cada una de 

las fases, pero no si se emiten en una sola fecha, no apreciándose la imposibilidad -y sí la 

facilidad- de que constara todo el trabajo e importe en una sola factura, ni tan siquiera por 

motivos fiscales (que no se han explicado), por otra parte, resulta que nada afirma sobre esas 

diferentes fases el Sr. Cavas cuando es preguntado por el fraccionamiento en el acto del 

Juicio, refiriéndose únicamente a las prisas y a que si hubiera sabido lo que luego ha ocurrido 

se habría hecho de otro modo, sólo cuando, tras responder así es preguntado por su letrado si 

cada factura corresponde a un trabajo distinto se refiere a este hecho respondiendo que sí; en 

cualquier caso, la emisión de las seis facturas el mismo día y la coincidencia del importe muy 

poco inferior al expresado límite implicaba un mayor esfuerzo probatorio en orden a acreditar 

porqué cada factura asciende al importe que se refleja, o, al menos, explicar las razones 

fiscales que determinaron este proceder.    

 

     QUINTO. Concurren, por tanto, todos los elementos necesarios del delito de prevaricación 

del art. 404 del CP, en el que han participado como autores, en sentido estricto (art. 28, primer 

párrafo) los acusados Daniel García Madrid, José Saura Meroño, Santiago Meroño León, 

como Alcalde y Concejales, en cuanto que realizaron cada uno de ellos varios encargos al Sr. 

Cavas (socio y administrador único de la Sociedad a la que formalmente se hacían los 

encargos, Pixel Arquitectura, S.L.) y luego intervinieron todos ellos en las diferentes Juntas 
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de Gobierno del Ayuntamiento aprobando el pago de las facturas presentadas por éste, 

además, como veremos, ambos Concejales daban con posterioridad su Visto Bueno en las 

facturas que presentaba el Sr. Cavas y el Alcalde intervenía firmando la documentación 

contable necesaria para el pago. Así, respecto de este último, aunque el Sr. García Madrid 

manifestara en el acto del Juicio que normalmente eran los Concejales responsables de cada 

servicio quienes contactaban personalmente con el Sr. Cavas, la firma del Alcalde aparece en 

múltiples hojas de encargo, así, en los folios 330 (velódromo municipal), 351 (centro integral 

de seguridad), 391 (centro de artes escénicas), 415 (equipamiento mobiliario del mismo 

centro de artes escénicas) y 427 y siguientes (proyecto Itineris); también aparece luego su 

firma en los documentos contables (que se adjuntan a cada uno de los anteriores) de retención 

de crédito (RC), en los de aprobación, compromiso, reconocimiento de la obligación y 

ordenación del pago (ADOP) y en los de realización de pago (RP); y finalmente, como 

también se ha dicho, al aprobar los pagos en Junta de Gobierno.  

 

        En cuanto al Concejal de deportes D. José Saura Meroño, aunque al ser preguntado en el 

acto del juicio intentó desvincularse de los encargos al arquitecto afirmando que era a través 

de la oficina técnica sin explicar claramente quien decidía realmente, tales evasivas y las 

contradicciones con su declaración en fase de instrucción nos sacan de dudas, al haber 

afirmado en dicha fase que “efectivamente encargó al Sr. Cavas los proyectos que constan en 

el folio 4 del Tomo I”, aunque respecto de alguno de ellos hace alguna matización, como que 

el Polideportivo de Los Dolores tenía por objeto la remodelación de un edificio muy antiguo y 

no reunía las condiciones necesarias, pareciendo con ello justificar que se realizara el trabajo 

en sí; esos proyectos son, además del citado Polideportivo, la pista de atletismo y entorno del 

polideportivo de Roldán, reparación de la pista de velódromo, adecuación del frontón 

municipal de Torre Pacheco y Campo de Fútbol de esta misma localidad; también, como se 

ha dicho,  dio su Visto Bueno en las facturas presentadas por estos proyectos y participó 

aprobando en Junta el pago de las correspondientes facturas.  

 

        Respecto de D. Santiago Meroño León, él mismo reconoce los encargos de los siguientes 

proyectos: Centro de Desarrollo Local de Torre Pacheco, Centro de Educación Musical, 

Centro de Artes Escénicas, equipamiento mobiliario de este Centro, e Itineris, aunque 

respecto del Centro Integral de Seguridad cree que fue el Concejal de Seguridad, y como en el 

caso del Sr. Saura Meroño, también daba el Visto Bueno a las facturas, interviniendo más 

tarde en su aprobación en Junta de Gobierno. Como se puede observar, en el encargo de 

algunos de estos proyectos coinciden Alcalde y Concejal, lo que no excluye la participación 
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de ambos, pues el segundo realizó el encargo verbalmente al Arquitecto y el primero firmó 

luego la hoja de encargo, interviniendo ambos en la tramitación del expediente económico 

previo a la aprobación final del pago de las facturas. 

 

    SEXTO. Por lo que hace a D. Miguel Pérez Martínez, que ejercía como Interventor del 

Ayuntamiento a la fecha de los hechos, el Ministerio Fiscal le acusa también de prevaricación 

en su modalidad de comisión por omisión del art. 11 del Código Penal, por cuanto que a 

sabiendas de que se conculcaba la legalidad seguía tramitando la documentación como 

contrato menor, limitándose a comprobar si había dotación presupuestaria, haciendo los 

documentos contables con cargo al presupuesto, pasando al trámite de la aprobación de la 

Junta de Gobierno Local, a continuación realizaba el documento ADOP y más tarde 

intervenía en las Juntas; y porque estaba obligado a formular reparo o informar de la 

ilegalidad de la actuación administrativa de la que va a resultar un pago, por todo lo cual, se le 

acusa de prevaricación en la modalidad de comisión por omisión (art. 11 del CP).  

 

    En efecto, del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, resulta que el Interventor 

tiene como función la de “fiscalizar todos los actos de las entidades locales y de sus 

organismos autónomos que den lugar al reconocimiento y liquidación de derechos y 

obligaciones o gastos de contenido económico, los ingresos y pagos que de aquéllos se 

deriven, y la recaudación, inversión y aplicación, en general, de los caudales públicos 

administrados, con el fin de que la gestión se ajuste a las disposiciones aplicables en cada 

caso” (art. 214.1), aludiendo el art. 216.2, c) específicamente al reparo “En los casos de 

omisión en el expediente de requisitos o trámites esenciales”, resultando que como el propio 

interventor reconoce en el acto del Juicio, participó en los hechos con los siguientes trámites 

que explica también el informe de la Intervención Regional del Ministerio de Economía y 

Hacienda (folios 2960 y ss): expedición de documento contable (RC) de retención de crédito  

(firmado por el interventor municipal y el alcalde, el gasto es aprobado luego en Junta de 

Gobierno (a la que asisten también ambos) y elaboración del correspondiente documento 

contable ADOP (aprobación, compromiso, reconocimiento de la obligación y ordenación del 

pago); y aunque el art. 219.1 contempla algunas excepciones a aquella función de 

fiscalización, entre las que se encuentran los “contratos menores”, “en ninguno de los 

documentos que se aportan para expedir los documentos contables de ejecución del 

presupuesto de gastos (fundamentalmente RC y ADOP) se hace referencia a que se esté 

tramitando un contrato menor” y “existen numerosas facturas entre las emitidas por el estudio 
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Píxel Arquitectura, S.L. relacionadas con los contratos examinados que superan el importe de 

12.020,24€ (IVA incluido)”. Tampoco concurre, además, la exención a que se refería en su 

informe la defensa del Sr. Pérez Martínez (la prevista en el 219.2, por acuerdo del Pleno, que 

puede limitar los actos a fiscalizar), pues no consta en autos este Acuerdo, y aunque en dicho 

informe se hizo referencia a que tales acuerdos aparecían publicados en los Boletines 

Oficiales (de la Región de Murcia) de 1 de septiembre de 2005 y 17 de julio de 2006, no hay 

rastro de los mismos en la consulta efectuada por esta Sala. En consecuencia, entre sus 

funciones se incluía la de formular reparo. 

 

         Sin embargo, la participación en los hechos del Sr. Pérez Martínez (tanto activa -por 

acción- como pasiva -por omisión-, tal y como acaba de ser relatado) no puede ser calificada 

de autoría, tampoco como comisión por omisión. En primer lugar, porque la participación 

activa a que antes se ha hecho referencia (elaboración de documentos, fundamentalmente) no 

deja de ser una función administrativa que debe ser calificada más como colaboración que 

como autoría, y respecto de la pasiva, aunque el reparo produce el efecto de suspender la 

tramitación del expediente (art. 216.2), ello es sólo hasta que sea “solventado”, ya sea por el 

Presidente de la entidad local (el Alcalde) o por el Pleno (según los supuestos, art. 217), por 

lo que aunque pueda suponerse o sospecharse que de haberse formulado el reparo, la 

actuación prevaricadora no habría tenido lugar o no hubiera continuado, lo cierto es que se 

desconoce lo que hubiera ocurrido y que, en todo caso, el Alcalde o el Pleno hubieran podido 

continuar con dicha actuación. Además, según la jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre 

la materia (vid. Stcia. 787/2013, de 23-10-13) “ha de recordarse que la doctrina de esta Sala 

ha admitido la prevaricación omisiva en supuestos excepcionales (SSTS de 2 de julio de 1997 

, 9 de junio de 1998 , 426/2000 de 18 de marzo , 647/2002, de 16 de abril, y 1382/2012, de 17 

de julio, así como acuerdo plenario de 30 de junio de 1997), concretamente en aquellos casos 

especiales en que era imperativo para el funcionario dictar una resolución y en los en que su 

omisión tiene efectos equivalentes a una denegación, en la medida que la Ley 30/92 de 

Régimen Administrativo Común equipara en supuestos específicos los actos presuntos a las 

resoluciones expresas, lo que no concuerda con el supuesto que estamos enjuiciando, es decir, 

la omisión llevada a cabo por el funcionario constituye, en sí misma, la resolución 

prevaricadora, y no es este el presente caso, en el que la omisión del interventor coadyuva a 

que se adopte esa otra resolución en la que se materializa la prevaricación 

 

      De este modo, estaríamos ante la llamada “complicidad omisiva”, figura admitida, aunque 

con cautelas, por en la jurisprudencia del Tribunal Supremo, así, la Stcia. Núm. 797/2010, de 
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16 de septiembre señala que “La jurisprudencia de esta Sala, si bien ha reconocido 

expresamente que la admisibilidad de una participación omisiva es de difícil declaración, ha 

aceptado ésta, asociando su concurrencia a la de los elementos propios del art. 11 del CP , 

entre ellos, que el omitente ocupe una posición de garante (STS 1273/2004, 2 de noviembre). 

De ahí que sea posible incluso en los delitos de acción, cuando la omisión del deber de 

actuar del garante haya contribuido, en una causalidad hipotética, a facilitar o favorecer la 

causación de un resultado propio de un delito de acción o comisión y que podría haberse 

evitado o dificultado si hubiera actuado como le exigía su posición de garante (cfr. SSTS 

19/1998, 12 de enero, 67/1998, 19 de enero, 221/2003, 14 de febrero)”, y añadiendo que “La 

jurisprudencia de esta Sala, en relación con la complicidad omisiva impone la concurrencia 

de los siguientes requisitos: a) un presupuesto objetivo, esto es, el favorecimiento de la 

ejecución; b) un presupuesto subjetivo consistente en la voluntad de facilitar la ejecución; y 

c) un presupuesto normativo, consistente en la infracción del deber jurídico de impedir la 

comisión del delito o posición de garante (STS 1480/1999, 13 de octubre)”; y en el presente 

caso, de todo lo expuesto, resulta la concurrencia todos y cada uno de estos requisitos, el 

objetivo, pues de la normativa expuesta que regula el reparo de legalidad queda evidenciado 

que su uso hubiera suspendido inicialmente la tramitación de la documentación contable a que 

antes se ha hecho referencia, dificultando con ello el pago final de las diferentes facturas hasta 

que se hubiera “solventado” dicho reparo; también el subjetivo debe entenderse concurrente, 

tanto por la formación jurídica que se le supone a quien desarrolla esta función, como por lo 

reiterado de la misma, y especialmente, al dar trámite también a facturas que, claramente, 

suponían un fraccionamiento del contrato; y, por último, el elemento normativo también ha 

quedado suficientemente expuesto, por la obligación que tenía de formular reparo ante la 

omisión de trámites esenciales, era, por tanto, garante de la legalidad del procedimiento. 

 

       En consecuencia, la participación del interventor en los hechos sólo puede ser calificada 

como de complicidad, forma ésta de autoría admitida por el Tribunal Supremo también en el 

delito de prevaricación (SSTS 1026/2009, de 16 de octubre o 580/2010, de 16 de junio, entre 

otras). 

 

        SÉPTIMO.  Por último, en cuanto a la participación en los hechos de D. Francisco 

Cavas, entendemos que como en el anterior caso del interventor, tampoco aquí cabe hablar de 

autoría, ni de participación necesaria, pues la aceptación de los encargos, la realización de los 

proyectos y la emisión de las facturas, no constituye en modo alguno dominio funcional del 

hecho, ni una participación sin la que el delito no hubiera podido cometerse, al ser una 
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aportación causal, entendemos que, fácilmente sustituible, pues no parece improbable que 

otro profesional del ramo hubiera aceptado los proyectos y cobrado por ellos. En esta 

actuación del Sr. Cavas concurre también, como elemento necesario de la complicidad, la 

voluntad de participar contribuyendo a la consecuención del acto (o “animus coadiuvandi”), 

tanto por la reiteración de la misma actuación, como por el conocimiento de su ilegalidad, lo 

que se aprecia claramente en uno de los casos (en el proyecto “Itineris”), en el que se 

facturaba el importe adecuado para aparentar que se trataba de un “contrato menor”, con 

menores exigencias formales (según ya se ha dicho), fraccionamiento que denota también la 

conciencia de la ilegalidad de su actuación. 

 

            En cuanto a las alegaciones de su defensa relativas a que el Sr. Cavas carece de la 

condición de autoridad o funcionario público, hace ya tiempo que la jurisprudencia viene 

admitiendo la participación del “extraneus” en los llamados delitos especiales, también en el 

de prevaricación (vid. v.gr. STS 391/2014, de 8 de mayo, en la que se explica cómo es posible 

la inducción, la cooperación necesaria y la complicidad, o las ya citadas de 16 de octubre de 

2009 ó de 16 de junio de 2010, entre otras). 

 

      OCTAVO. Respecto a la concurrencia de circunstancias modificativas de la 

responsabilidad criminal, únicamente cabe apreciar una agravante, de reincidencia, en el 

acusado Miguel Pérez Martínez, ya que de la documentación obrante en las actuaciones 

resulta que el mismo ya fue condenado en Sentencia de esta misma Audiencia Provincial, 

Sección Primera, de 31 de marzo de 2000, confirmada por el Tribunal Supremo en Sentencia 

de 17 de mayo de 2002, como autor de un delito continuado de prevaricación, a la pena de 

ocho años y seis meses de inhabilitación, siendo luego indultado mediante Real Decreto 

1195/2010, de 17 de septiembre,  y acordándose mediante Auto de 19 de diciembre de 2012 la 

remisión definitiva de la pena. 

 

            Por lo tanto, a la fecha en que cometió los hechos por los que aquí se le enjuician 

(años 2005, 2006 y 2007) le constaba el citado antecedente penal computable a efectos de 

reincidencia. 

 

              NOVENO. En cuanto a la pena a imponer a los acusados Daniel García Madrid, José 

Saura Meroño y Santiago Meroño León, se aprecia respecto de éstos (y también del resto de 

acusados) la continuidad delictiva del art. 74 del Código Penal, pues, como se ha explicado, 

cada uno de ellos, por sí solo, realiza una pluralidad de encargos y actuaciones idénticas o 
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muy similares en un dilatado periodo de tiempo, por lo tanto, la pena a imponer va desde los 

ocho años y seis meses (límite mínimo de la mitad superior de la pena prevista en el art. 404 

CP) hasta los doce años y seis meses (límite máximo de la mitad inferior de la pena superior 

en grado), por lo que la pena de diez años solicitada por el Fiscal se estima proporcionada a la 

gravedad de los hechos y las circunstancias de los acusados. 

 

             Respecto de Francisco Cavas García, igualmente aplicamos la continuidad delictiva, 

pues en este caso (como en el de Miguel Pérez) su intervención tiene lugar en todos y cada 

uno de los proyectos, de modo que se le impondrá la pena de inhabilitación por cinco años y 

seis meses (artículos 63 y 66.1.6 CP), teniendo en cuenta la cantidad y entidad de los actos de 

colaboración realizados por los mismos, así como su duración en el tiempo, tal y como quedó 

relatado en los anteriores fundamentos de derecho.  

 

              A Miguel Pérez Martínez, concurriendo igual continuidad y una circunstancia 

agravante y teniendo en cuenta igualmente la cantidad y entidad de los actos de colaboración 

ya relatados, así como el periodo de tiempo en el que tienen lugar, de conformidad con los 

artículos 63 y 66.1.3 CP, se le impondrá la pena de inhabilitación por seis años y seis meses. 

 

           DÉCIMO. De conformidad con lo previsto en los artículos 239 y siguientes, procede 

imponer a los acusados el pago de las costas causadas.  

 
 

 Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación. 

 

F A L L A M O S 

 

 

 Que DEBEMOS CONDENAR Y CONDENAMOS:  

 

        1) A los acusados Daniel García Madrid, José Saura Meroño y Santiago Meroño León, 

como autores de un delito continuado de prevaricación administrativa del art. 404 del Código 

Penal, a la pena de diez años de inhabilitación especial para empleo o cargo público, con 

privación definitiva de los cargos de Alcalde, respecto del primero, y Concejal, respecto de 

éstos últimos, así como de los honores que les sean anejos, con la incapacidad de obtener 

dichos cargos o análogos durante el tiempo de la condena. 
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     2) Al acusado Francisco Cavas García, como cómplice del mismo delito continuado de 

prevaricación a la pena de cinco años y seis meses de inhabilitación especial para empleo o 

cargo público, con incapacidad de obtenerlo durante el citado periodo. 

 

      3) Al acusado Miguel Pérez Martínez, como cómplice del citado delito continuado de 

prevaricación, a la pena de inhabilitación especial por seis años y seis meses, con privación 

definitiva del cargo de interventor y de los honores que le sean anejos, así como la 

incapacidad de obtenerlo durante el tiempo de la condena.    

 

        A todos ellos se les condena igualmente al pago de las costas procesales. 

 

      Contra esta sentencia cabe recurso de casación por infracción de Ley y quebrantamiento 

de forma, ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo que, en su caso, habrá de prepararse 

ante esta Audiencia en el plazo de cinco días hábiles, a contar desde la notificación de esta 

resolución.  

 

      Una vez sea firme la presente resolución, comuníquese al Registro Central de Penados y 

Rebeldes.  

 

     Notifíquese esta Sentencia de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 248.4º de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial. 

 

 Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará testimonio al rollo de Sala, lo 

pronunciamos, mandamos y firmamos.  

 

 

 

 

 

 

 




